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Resumen

Esta investigacion se centra en el estudio de la justificacion constitucional de la intervencion estatal en los medios
de comunicacion andiovisuales. Tales justificaciones givan en torno al cumplimiento de dos objetivos: la garantia de
una opinidn piblica libre y, simultdneamente, de la libertad e independencia de los medios audiovisuales. En lo que
respecta al primer aspecto la regulaciin espaiiola deberia sufrir s6lo algunos cambios menores, pero los verdaderos pro-
blemas se plantean en la garantia de la independencia de los medios andiovisuales. Cinco grandes lineas deberian ins-
pirar las futuras reformas en este tema: la independencia de los medios respecto a la lucha politica; una regulacion
antimonopolio eficaz; limites a la libertad de programacién; independencia respecto al Poder ejecutivo y creacién de
instancias independientes de control.
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autonomia frente a los partidos politicos y frente al Estado, limites a la libertad de los medios audiovisua-
les.

Public regulation in broadcasting:
Mass media pluralism and
independence
Abstract

This research focuses on the justification constitutional for broadcasting regulation. According to Spanish
Constitutional Law, free public opinion and, at the same time, free media must be guaranteed. Spanish vegulation
should have minor reforms concerning the free public opinion. However, lie bigger problems deal with broadcasters inde-
pendence. Five trends should inspire future reforms: autonomy from political parties; an effective Antitrust Law; limits
to the broadcasters’ programmation freedom; independence from the executive branch of Government; and development
of independent organs to control it.

Keywords: Broadcasting regulation, free public opinion; free broadcasters, autonomy from political parties
and from Governemnt, limits to broadcasters freedom.
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INTRODUCCION: LA LIBERTAD DE INFORMACION EN EL ESTADO
SOCIAL Y DEMOCRATICO DE DERECHO

En el presente trabajo pretendemos apuntar algunos aspectos relevantes, desde
un punto de vista constitucional, para la comprensién de los tiltimos debates vivi-
dos en nuestro pais acerca de la intervencién del Estado en los medios de comu-
nicacién. O, mas concretamente, la intervencién en las empresas privadas susten-
tadoras de tales medios. Estas lineas no van dirigidas exclusivamente a juristas por
lo que trataremos de exponer tales cuestiones de manera sucinta y clara.

En tal sentido, parece necesario comenzar por el breve examen de dos aspec-
tos esenciales para la comprensién del problema: el contexto en el que se produ-
ce el debate acerca de la intervencién estatal (el llamado Estado social) y el dere-
cho afectado (la libertad de informacién) .

Como es conocido, Espafia es un Estado social y democrético de derecho (art.
1.1 Constitucién Espafiola), lo cual significa, entre otras cosas, que los poderes
publicos asumen un papel activo en la garantia de los derechos fundamentales y
libertades publicas (art. 9.2. CE). De este modo, la efectividad y disfrute de éstos
no queda totalmente en el 4mbito privado y personal, pues el Estado ha de crear
las condiciones necesarias para la garantfa real y efectiva de los mismos median-
te una adecuada politica de derechos fundamentales.

En las presentes lineas nos vamos a ocupar de uno de esos derechos (la liber-
tad de informacién) y de una de las concretas formas en que tales politicas se
desarrollan: la intervencién normativa en los aspectos relacionados con la garan-
tia de una auténtica libertad de informacién.

Dicho derecho aparece reconocido en el articulo 20 de la Constitucién como
el derecho a transmitir o recibir libremente informacién veraz por cualquier medio de
difusién. Evidentemente, su definicién resulta compleja y a ello se han dedicado
innumerables pdginas. No tendrfa sentido realizar aqui un examen pormenori-
zado de esa bibliografia, ni de las diversas, y muy interesantes, cuestiones plan-
teadas en su definicién conceptual. Sin embargo, conviene apuntar dos cuestio-
nes relevantes para el presente estudio. Se refiere la primera a que la libertad de
informacién no es sélo un derecho de disfrute individual, pues también tiene una
indudable importancia para la colectividad. Atafie la segunda a la necesaria pre-
sencia de los medios de comunicacién social en su ejercicio.

Efectivamente, en el estudio de la libertad de informacién no cabe olvidar que
su ejercicio no se agota en el disfrute de las facultades individuales conformado-
ras de su contenido (derecho a la bisqueda, elaboracién y difusién de la informa-
ci6n sin ningdn tipo de censura), sino que tiene unos indudables efectos benefi-
ciosos para la sociedad democrética. Asi, la libertad de informacién trasciende el
puro dmbito personal del sujeto o sujetos transmisores de la informacién porque
resulta esencial para la vigencia de otros principios constitucionales. En este sen-
tido el Tribunal Constitucional, en su primera sentencia sobre el derecho objeto
de estudio (y en toda su jurisprudencia posterior), sostenia: “El articulo 20 garan-
tiza el mantenimiento de una comunicacién publica libre, sin la cual quedarian
vaciados de contenido real otros derechos que la Constitucién consagra, reducidas
a formas hueras las instituciones representativas y absolutamente falseado el prin-
cipio de legitimidad democrética” (STC 6/81, fundamento juridico 3).

Esta segunda dimensién de la libertad de informacién (llamada dimensién
institucional) se plasma, fundamentalmente, en la creacién y mantenimiento, por
acci6én de la libertad de informacién, de una opinién prblica libre, elemento esen-
cial para el correcto funcionamiento del principio democrético y bésico en todo
sisterna establecido sobre el respeto a los derechos y libertades, pues, como ya
sefialaran las Cortes de Cidiz, constituye #n freno a la arbitrariedad de los que
gobiernan al asegurar la transparencia en la toma de decisiones. Hace posible que
el ciudadano conozca los motivos, condicionantes y circunstancias que rodean

80



81

tales decisiones y ejerza, asi, un efectivo y democrdtico control sobre todos los
6rganos de decisién politica. Sin embargo, no basta con afirmar la existencia de
una dimensién institucional, social o colectiva en el ejercicio de la libertad de
informacién, es necesario, también, extraer de ello las pertinentes consecuencias
juridicas. Sin embargo, como han destacado, entre otros, los profesores Bastida
(1990) y Villaverde (1994), esta dimensién institucional del derecho a transmi-
tir informacién no justifica limites a la dimensién individual ya cirada.

Un segundo elemento de la libertad de informacién digno de estudio en estas
paginas, es el relativo a la presencia de los medios de comunicacién en el proce-
so en que se plasma el ejercicio de esta libertad. En otro lugar hemos tratado de
demostrar cémo la libertad de informacién presenta, desde el punto de vista juri-
dico, una estructura diferente a la del resto de derechos de libre comunicacién,
consecuencia de su concreto objeto: los hechos dotados de trascendencia piblica (en
palabras del Tribunal Constitucional) que interesan potencialmente a toda la
colectividad y que, por tanto, requieren un vehiculo comunicativo susceptible de
acceso libre y general: los medios de comunicacion social.

De esta forma, los medios de comunicacién aparecen como uno de los ele-
mentos esenciales en el correcto ejercicio del derecho pese a que, en su formula-
cién, tales medios aparezcan como simples vehiculos de la comunicacién, con un
mero valor instrumental respecto al derecho a transmitir informacién.

Estos dos factores, presencia de una dimensién institucional y de los medios
de comunicacién en el ejercicio de la libertad de informacién, son los que justi-
fican la regulacién constitucional de los medios puiblicos (art. 20.3. CE) y los ale-
gados para justificar la intervencién estatal en los medios de comunicacién. Sin
embargo, expuestos los problemas de fondo, conviene detenernos en los concre-
tos argumentos aducidos para justificar la intervencién. De esta forma, podremos
establecer si existen o no limites a tales intervenciones.

LA JUSTIFICACION DE LA INTERVENCION ESTATAL EN LOS
MEDIOS DE COMUNICACION: LA GARANTIA DEL PLURALISMO

Segiin lo apuntado hasta el momento, la intervencién de los poderes publicos
en los medios de comunicacién estard justificada en la medida en que aquellos
puedan desarrollar una politica activa de derechos fundamentales, tanto mds
necesaria cuanto mayor es la virtualidad colectiva del derecho objeto de inter-
vencién. Dicho en otros términos, el Estado ha de intervenir en los medios de
comunicacién porque éstos son el vehiculo a través del cual se desarrolla una
libertad esencial para el mantenimiento de una institucién bésica en el sisterna
democritico: la opinién publica libre.

Sin embargo, en tal punto de partida debemos tener en cuenta dos problemas
previos. El primero radica en la necesidad de que ninguna intervencién estatal
en una libertad o derecho fundamental lesione el contenido individual del
mismo. Esto es, la actuacién estatal en beneficio de la dimensién institucional o
colectiva de! derecho no puede ahogar los elementos estrictamente individuales
contenidos en el ejercicio del mismo. En particular, no debe olvidarse que los
medios de comunicacién han de ser independientes tanto de intereses privados,
como, sobre todo, de la influencia de los poderes piiblicos. Cuestién esta a la que
dedicaremos las iltimas piginas del presente estudio.

En segundo lugar, la posibilidad de intervencién estatal en los medios sélo
estd justificada en la medida en que desarrolle la funcién institucional del dere-
cho a transmitir informacién. Es decir, la intervencién es constitucional si persi-
gue la garantia de una verdadera opinién piblica. Por tanto, es necesario plan-
tearnos cudles son los medios a disposicién de los poderes piblicos para
conseguir tal objetivo. En esencia, los poderes piblicos sélo pueden asegurar la



existencia de una opinién publica libre mediante la garantia de la veracidad y del
pluralismo en la informacién.

Estas dos formas de garantia han sido desarrolladas de manera muy desigual.
Asf, la veracidad apenas ha sido tratada por el legislador espafiol. Igualmente, la
garantia del pluralismo ha sido objeto de un tratamiento desigual en prensa
escrita y en los medios de comunicacién audiovisuales. En la prensa no ha sido
objeto de regulacién y en la segunda se ha tratado con cierra profundidad.

Con carécter previo, debemos afirmar que la garantia del pluralismo puede
adoptar dos formas. En primer lugar, asegurando la posicién del periodista en sus
relaciones laborales con la empresa de comunicacién con la que trabaja de modo
que pueda ser verdaderamente independiente frente a las presiones de los pro-
pietarios y mantener sus propias posiciones ideolégicas (pluralismo interno). En
este sentido, son esclarecedores los términos en los que se expresa la exposicién
de motivos de la Ley Orgénica 2/97, reguladora de la cldusula de conciencia de
los periodistas: “los elementos definidores de esta Ley Organica tienen un doble
punto de partida: en primer lugar, la consideracién del profesional de la infor-
macién como agente social de la informacién, que ejerce su trabajo bajo el prin-
cipio ineludible de la responsabilidad; y, en segundo lugar, la concepcién de las
empresas de comunicacién como entidades que, més alld de su naturaleza juri-
dica —empresas publicas o privadas— , participan en el ejercicio de un derecho
constitucional, que es condicién necesaria para la existencia de un régimen
democritico”.

En segundo lugar, la actividad estatal ha de asegurar una presencia suficiente
de medios de comunicacién capaz de canalizar el pluralismo social. Se trata de
dos formas de intervencién radicalmente diferentes. La primera se refiere a la
regulacién de las condiciones de trabajo de los profesionales en el seno de la
empresa informativa y la segunda atafie a las normas que disciplinan las condi-
ciones de creacién y funcionamiento de los medios de comunicacién.
Evidentemente, en el matco de la investigacién que realizamos nuestro objeto
predominante de anélisis serd la segunda de las formas de intervencién.

En la prensa escrita se ha producido una fuerte resistencia a la intervencién
estatal debido, sobre todo, a motivos histéricos. En efecto, la libertad de impren-
ta es el derecho de donde proceden todas las libertades de comunicacién consti-
tuyendo una de las principales aspiraciones de la revolucién liberal. En el con-
texto de la revolucién el sujeto mds peligroso para el libre ejercicio del derecho
era precisamente el poder publico. Por ello, al igual que otros derechos de raiz
predominantemente liberal, la libertad de imprenta se configura como un dere-
cho de abstencién, es decir, como un derecho que se satisface mediante la exclusién
de cualquier intervencién estatal en su ejercicio. Se trata, pues, de un derecho
configurado frente a la actividad piblica.

Por ello, cualquier planteamiento de intervencién estatal en los medios escri-
tos aparece rodeado de una fuerte desconfianza y considerado de inmediato como
una forma de censura. Asi, puede entenderse la escasa labor desarrollada por los
poderes piblicos en esta forma de transmisién de informacién. Tan solo, y se
trata de normativas ya derogadas, se trat6 de fomentar el pluralismo en los
medios escritos a partir de la concesién de ventajas econémicas a dichos medios
de comunicacién. Ventajas también sometidas a una fuerte inspeccién por los
propios medios por lo que se trataba siempre de ventajas indirectas y no discri-
minatorias para evitar el condicionamiento de la labor de tales medios. Por estos
motivos, tampoco existe una normativa especifica para luchar contra la concen-
tracién empresarial de medios escritos y, ni siquiera, existen normas acerca de la
necesidad de transparencia en la propiedad y direccién de las empresas editoras
de los periédicos.

Tan solo la reciente regulacién (Ley Orgidnica 2/1997) de la cldusula de con-
ciencia ha permicido un fortalecimiento, por otra parte insuficiente, de la posi-
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cién del periodista en el seno del medio de comunicacién (escrito o audiovisual)
capaz de garantizar la posibilidad de que el profesional pueda abandonar la
empresa informativa si se produce un cambio en la orientacién ideolégica del
medio de comunicacién. Sin embargo, esta es una regulacién que no plantea
excesivos problemas tanto por su limitado alcance, como por estar directamente
reconocida en la Constitucién (art. 20.1.d) y, por tanto, no plantea dudas de legi-
timidad constitucional.

Como ya hemos sefialado, en el caso de los medios audiovisuales la intensidad
de la intervenci6n estatal es mucho mayor. En los medios audiovisuales se ha tra-
tado de garantizar el pluralismo interno en mayor medida. En tal sentido, se ha
introducido no sélo la cldusula de conciencia (también aplicable al campo audio-
visual), sino también otras formas de aseguramiento del pluralismo impensables
en la prensa escrita: se regulan las programaciones de los medios, se obliga a
incluir determinados tipos de contenidos o se establecen rigidos principios de
actuacién como la objetividad o la imparcialidad.

Del mismo modo, también en los medios audiovisuales existe una fuerte
garantia del pluralismo externo. Es decir, se pretende asegurar la existencia de
un nimero de canales de comunicacién suficientes para permitir, por si solos, la
existencia de una pluralidad de perspectivas en el tratamiento de la informacién.
Se persigue, asi, que la informacién no sea sélo una mercancia susceptible de
transaccién econdmica, sino también un objeto de interés piblico. Dicho en
otros términos, se cuestiona que la légica del mercado, aplicada a los medios de
comunicacién, sea suficiente para prestar un servicio de informacién en condi-
ciones de asegurar la existencia de una opinién publica libre. Fruto de estas con-
sideraciones son las regulaciones limitadoras de los derechos de propiedad en los
medios de comunicacién audiovisuales, cuyo ejemplo mds claro, en nuestro pais,
se encuentra en la limitacién al accionariado de televisiones de 4mbito nacional.

Para explicar esta situacién es necesario recordar que la regulacién de los
medios audiovisuales responde a un contexto histérico radicalmente distinto del
que roded a la libertad de prensa. Como sefiala Barendt (1994), es una constan-
te histérica que toda nueva realidad tecnoldgica aparecida tras la revolucién es
objeto de la inmediata regulacién estatal. A esta constante no escapé la comuni-
caci6én audiovisual que, nada mds aparecer, fue objeto de la intervencién estatal.
Ello no impide que las formas de intervencién del Estado en los medios audio-
visuales hayan evolucionado profundamente.

Asi en un primer momento, especialmente en la Televisién, la comunicacién
audiovisual fue declarada un monopolio piblico impidiendo la intervencién en
su gestién a todo sujeto privado por lo que aquella quedaba integramente en las
manos del sector piiblico (excepto en Estados Unidos). Posteriormente, se ha
permitido la entrada de los sujetos privados en la gestién de los medios audio-
visuales bajo regimenes de concesién o autorizacién administrativa (especial-
mente a partir de los afios 70 y 80).

En los dltimos afios se viene hablando de la posibilidad de haber iniciado una
tercera fase en la intervencién estatal en los medios: la desregulacién. Como es
conocido, la eliminacién del monopolio piblico no signific la eliminacién de
las intervenciones piblicas en los medios audiovisuales porque se imponian
diversos tipos de limites a la libertad de actuacién de los medios privados.
Limitaciones que abordaban desde la propiedad de las empresas, hasta los estdn-
dares de programacidn, la limitacién de la publicidad o prohibiciones expresas
de editorializar.

Las tendencias desreguladoras parten de una pregunta clave, ;por qué las
empresas informativas escritas no estn sujetas a limites respecto a la libertad de
expresion y se considera adecuada la imposicién de tales limites a los medios audio-
visuales?, o bien, ¢por qué una normativa que seria considerada censura (y por tanto
contraria a la libertad de expresién) en los medios escritos, es perfectamente legi-



tima en los medios audiovisuales? En fin json tan sustancialmente diferentes los
medios audiovisuales y los escritos para justificar una intervencién tan restrictiva
de los derechos en el caso de los primeros y no en el de los segundos?

Parece que la respuesta a tales interrogantes requiere detenernos, brevemen-
te, en los motivos, habitualmente, utilizados para justificar la intervencién esta-
tal. Barendt (1994) sistematiza tales motivos c/dsicos en tres grandes grupos:

(i) La comunicacién audiovisual requiere la utilizacién de bienes de dominio
puablico. Este tipo de bienes se utilizan tanto a través de las ondas (espacio radio-
eléctrico) como mediante el cable. Este argumento recibe una convincente con-
testacién por parte de los defensores de la desregulacién. Para estos aceptar esta
justificacién significa que los poderes puiblicos deben regular la comunicacién
audiovisual, simplemente, porque tienen la oportunidad de hacerlo. La necesi-
dad de la intervencién estatal es indiscutible, en la medida en que tales medios
exigen la utilizacién de bienes de dominio piiblico. Lo que se cuestiona es la
intensidad de tal regulacién. A juicio de esta tendencia, el uso de tales bienes no
justifica una regulacién capaz de incidir en el ejercicio de las libertades de expre-
sién e informacién. La actividad estatal debe limitarse a la regulacién técnica de
tales bienes pablicos.

(ii) La comunicacién audiovisual requiere la utilizacién de bienes con posibi-
lidades limitadas de uso. Este es el argumento mds utilizado por la jurispruden-
cia para justificar el monopolio pablico o la intervencién estatal (STC 12/82 en
Espaiia, Red Lion Broadcasting Co. v. FCC —US, 367, 388— en Estados Unidos;
12 BVerfGE, 205, 262 en Alemania y Sentencia de la Corte Costituzionale
59/1960 en Italia). El punto de partida de este argumento se encuentra en la
limitacién del nimero de frecuencias capaces de canalizar la comunicacién
audiovisual. Por ello, asignar una de las mismas a una empresa supone la conce-
si6én de un privilegio y, simultdneamente, excluye la posibilidad de que otros dis-
fruten del mismo. Ello justificaria el monopolio piblico y la intervencién esta-
tal en defensa de los intereses de los consumidores, es decir, de los receptores de
la informacién.

Este argumento no es ficilmente separable de consideraciones econémicas. La
escasez de frecuencias y los altos costes de creacién o mantenimiento de empre-
sas de comunicacién audiovisual conducirian a que sélo un limitado nimero de
empresas se ocuparan de esta actividad. Asi, el pluralismo se verfa amenazado.

La respuesta a este segundo argumento se realiza a partir de dos lineas de cri-
tica. En primer término, hablar hoy de escasez de frecuencias resulta anacrénico
debido a los avances tecnolégicos en el campo de la comunicacién audiovisual.
Asf la televisién por satélite o por cable parece abrir, al menos técnicamente,
posibilidades ilimitadas de utilizacién. Igualmente la televisién por ondas para
dmbitos territoriales mds reducidos (locales o autonémicos) permite mayores
posibilidades de uso.

En segundo lugar, el argumento econdmico (inevitable tendencia al oligopo-
lio) tampoco seria aceptable. No s6lo porque las mayores posibilidades de comu-
nicacién audiovisual hayan eliminado las restricciones naturales a la creacién de
medios, sino, sobre todo, porque hoy la creacién y mantenimiento de un diario
nacional es, financieramente, tan dificil como crear un medio audiovisual. Si es
tan complicado lo uno como lo otro, no tiene mucho sentido imponer restric-
ciones en el segundo caso y no en el primero.

(iii) El tercer argumento utilizado para justificar la intervencién reguladora
del Estado radica en la mayor capacidad de influencia en la opinién publica de
los medios audiovisuales (véase la sentencia del Tribunal Supremo norteamerica-
no en FCC v. Pacifica Foundation ~478 US 726~ o el Tribunal Constitucional
Federal Alemdn —35 BVerfGE 202-). La intrusién de los medios audiovisuales
se produce en el propio hogart, por tanto es mucho mds persuasiva y dificil de
controlar que la de los medios escritos. Esta argumentacién podria venir apoya-
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da por la evidente mayor fuerza de estos medios al utilizar combinadamente la
palabra y la imagen en la comunicacién.

Se justificaria, as{, la vigencia de normas controladoras de la programacién
para la proteccién de la juventud y de la infancia. Asimismo, por su mayor capa-
cidad de persuasién, serfa conveniente la exigencia de unos minimos de impar-
cialidad y objetividad en la presentacién de la informacién.

La critica a este argumento es también obvia. Los medios audiovisuales, en
efecto, pueden ser mds influyentes que los escritos porque son mds persuasivos y
suponen un acceso directo a los hogares. Ahora bien, se produce cuando asi lo
desean los ciudadanos, los consumidores y usuarios del medio. Desde un punto
de vista constitucional no es fdcil argumentar que la mayor capacidad de per-
suasién de estos medios justifique un tratamiento normativo que pone en peli-
gro la libertad de expresién y sustancialmente diverso del recibido por otros
medios menos influyentes, en concreto, la prensa escrita.

(iv) Un cuarto argumento es formulado por Bollinger (1990). Este explica la
diversidad de tratamiento juridico entre los medios escritos y los audiovisuales a
partir del argumento histérico ya expuesto. No existirfa, por tanto, una diferen-
cia sustancial de naturaleza entre ambas formas de comunicacién capaz de justi-
ficar un régimen juridico distinto.

Pese a ello, para el autor citado, la diversidad de tratamiento estd justificada
por la necesidad de remediar las insuficiencias de una prensa escrita no regula-
da. Es decir, como'la prensa no puede ser objeto de regulacion (tal cosa seria una
forma de censura), debe regularse la comunicacién audiovisual de forma que se
compensen los problemas para la formacién de una opinién piblica libre deri-
vados de la abstencién estatal en el campo de la prensa escrita. Por otra parte, la
regulacién, que entrafia el peligro de un excesivo control estatal sobre la infor-
macién, permaneceria en unos limites adecuados en tanto que el resto de medios
de comunicacién seguirfan siendo inmunes totalmente frente a toda interven-
cién estatal.

Este argumento también es criticable para los partidarios de la desregulacién.
Al no existir diferencias sustanciales entre prensa escrita y medios audiovisuales
(y asi lo admite Bollinger), de igual forma se conculcan las libertades de expre-
sién y de informacién al imponer limites a la programacién. Tales lesiones no
pueden justificarse en una eventual compensacién de las insuficiencias derivadas
de la ausencia de regulacién en la prensa escrita porque la intervencién seria
inconstitucional en ambos tipos de comunicacién. Ademds, seria falso, o cuando
menos discutible, que la regulacién de la comunicacién audiovisual pueda com-
pensar las disfuncionalidades de los medios escritos.

A nuestro juicio, parece obvio que la creacién del soporte para la transmisién
de informacién es un dato previo para que pueda, efectivamente, realizarse el
derecho objeto de estudio. Si se niega el derecho a crear los medios de comuni-
cacién, se estd negando, e facto, el derecho a transmitir informacién.

Por tanto, la existencia de monopolios publicos en la comunicacién audiovi-
sual sélo estaba justificada en la medida en que no fuera técnicamente posible la
creacién de suficientes empresas para la realizacién de ese derecho. Cuando las
condiciones técnicas cambian, tal justificacién no es aceptable.

Asumida, pues, la inconstitucionalidad del monopolio publico cabe plantear-
se si estd justificada la intervencién piblica en los medios de comunicacién audio-
visuales y en qué medida. La respuesta, a nuestro juicio, debe ser afirmativa.

En efecto la intervencién es necesaria para mantener la existencia de una opi-
nién publica libre. O, lo que es lo mismo, es legitima en la medida en que el
derecho a recibir informacién (expresién constitucional de la dimensién institu-
cional de la libertad de informacién) no es sélo un derecho de abstencién, sino,
también, un derecho de prestacién. Es decir, un derecho que exige una posicién
activa del Estado en la garantia del pluralismo y del resto de elementos que ase-



guren la existencia de una opinién publica libre que dote de pleno sentido a otros
derechos, principios y valores constitucionales. La diferencia de tracamiento res-
pecto a la prensa escrita se justifica por las condiciones en que se realiza esta forma
de comunicacién. En la prensa escrita se asegura, por s{ misma, la existencia de
una opinién piblica libre. Tal cosa no ocutrre en igual medida en la comunicacién
audiovisual al menos por dos motivos. Por la subsistencia de restricciones exter-
nas para la creacién de medios que conduce, inevitablemente, a situaciones oli-
gopolisticas y porque, en segundo término, la mayor capacidad de influencia en
la opinién piblica puede generar, més ficilmente, procesos manipuladores de
ésta. La Gnica manera de hacer frente a las concentraciones empresariales y a los
fenémenos de manipulacién se encuentra en la intervencién estatal.

LOS AMBITOS DE LA INTERVENCION ESTATAL EN LOS MEDIOS DE
COMUNICACION AUDIOVISUAL

Desde la perspectiva sostenida en los pdrrafos precedentes, la intervencién
estatal en los medios audiovisuales debe dirigirse directamente a la garantia de
una opinién publica libre y por ello puede desarrollarse en tres campos: la garan-
tia de un nimero suficiente de medios de comunicacién audiovisuales, la regu-
lacién de los contenidos transmitidos y el mantenimiento de fuentes pablicas de
comunicacién audiovisual. Los tres 4mbitos se dirigen a la garantia del pluralis-
mo tanto externo, COMO interno.

La garantia de un nirmero suficiente de medios audiovisuales

Se trata de asegurar que exista un verdadero pluralismo externo para canali-
zar el cardcter plural de la sociedad en la transmisién de informacién. Pero, no
basta con asegurar un nimero adecuado de medios, es, también, necesario que
esos medios no representen sélo unos determinados intereses de la sociedad para
evitar que unos pocos grupos controlen el mercado de la informacién.

Por ello, la normativa estatal debe luchar contra las concentraciones de
medios de comunicacién social en todas sus formas modernas relevantes.

Estas formas de concentracién empresarial se podrian clasificar en cuatro
grandes grupos.

En primer lugar, la llamada concentraciin vertical es la producida entre empre-
sas que no prestan servicios idénticos, pero suministran bienes esenciales para el
mantenimiento de los medios de comunicacién. El ejemplo mds claro es la pro-
ducida entre sociedades dedicadas a la comunicacién y empresas de publicidad.
Esta forma de concentracién es peligrosa por los perniciosos efectos producidos
sobre el resto de sociedades de comunicacién. En efecto, éstas podrén tener gra-
ves problemas de subsistencia si uno de sus recursos principales, la publicidad,
estd controlado, en parte, por sus competidores. Se restringirfa, asi, el nimero de
sociedades que actuarian en el mercado de la comunicacién.

En segundo lugar, encontramos la concentracion horizontal producida entre
empresas que prestan el mismo servicio. Podrfamos distinguir, a su vez, dos fot-
mas de manifestarse. Por un lado, la efectiva propiedad de sociedades que reali-
zan una actividad totalmente idéntica. Por ejemplo, la propiedad de dos o més
medios de comunicacién del mismo alcance. Este seria el caso de Berlusconi en
Italia. Por otro lado, puede manifestarse como la propiedad de varias sociedades
que, sin prestar exactamente los mismos servicios, suministran productos pro-
fundamente conectados. El ejemplo mds claro son los acuerdos entre empresas
nacionales y sus afiliados de 4mbito local de modo que los segundos se integran
en los primeros. Esta es una forma de concentracién tipica de la prensa escrita,
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pero también estd presente en los medios audiovisuales, siendo habitual en
Estados Unidos.

Una tercera forma es la concentracion multi-media producida entre empresas
dedicadas a la prestacién del mismo servicio (la comunicacién social) entendido
éste en un sentido muy amplio. Es la que afecta a empresas con intereses en pren-
sa escrita, radio y televisién. O bien, reduciendo un poco el dmbito, entre tele-
visiones nacionales, regionales y locales. Se trata de mercados econémicos dife-
renciables, especialmente atendiendo a sus fuentes de financiacién. Pero, desde
la perspectiva de la dimensién institucional de la libertad de informacién se pue-
den plantear graves problemas ya que la formacién de la opinién péblica libre se
realiza a partir de la concurrencia de informaciones procedentes de todas esas for-
mas de comunicacién.

Por iltimo, debemos destacar la concentracion multisectorial. En este supuesto se
trataria de grupos con intereses econémicos de gran peso en el conjunto nacio-
nal que controlan varios medios con la finalidad de defender sus intereses. Este
seria el caso, por ejemplo, del control de medios por parte de la industria de
armamentos en Estados Unidos o las fuertes inversiones de entidades financieras
en medios audiovisuales.

En todos estos supuestos el pluralismo estd amenazado. En algunos se trata de
un peligro derivado de la situacién de preeminencia en el mercado de la comu-
nicacién audiovisual por parte de ciertos grupos o empresas. En otros, la amena-
za al pluralismo radica en el cardcter parcial de los medios en la defensa de inte-
reses particulares. Finalmente, en otros, el peligro estriba en el excesivo poder de
una empresa 0 grupo de empresas en el conjunto de la informacién transmitida
a la sociedad.

Frente a estos peligros para el pluralismo, puede responderse con la legisla-
cién general frente a pricticas restrictivas de la competencia o puede dictarse una
normativa especificamente referida a los medios de comunicacién. En los paises
de nuestro entorno parece haberse impuesto la segunda de las posibilidades por
la particularidades de la lucha, especialmente por la finalidad de tal lucha, con-
tra la concentracién de los medios de comunicacién. En nuestro pafs, sin embar-
g0, la regulacién es claramente insuficiente puesto que tan solo se han previsto
algunos limites al accionariado en la propiedad de televisiones privadas en deter-
minados supuestos. No se regulan, pues, otros aspectos y otras formas de con-
centracion empresarial. Asi, por ejemplo el limite a la propiedad en medios de
comunicacién nacional no obsta en absoluto para que se tenga participacién en
medios audiovisuales locales, por cable o por satélite. De esta ausencia de regu-
lacién derivan muchos de los problemas planteados por las dltimas reformas
legislativas en la materia.

La regulacién de la programacién de los medios

Con regulacién de la programacién nos referimos a previsiones legales limi-
tadoras de la libre configuracién de sus programas por parte de los medios audio-
visuales. Estas restricciones adoptan dos formas fundamentales.

En primer término, encontramos la obligacién de incluir en la programacién
determinados contenidos o, mds genéricamente, presentar la informacién de una
manera concreta. En esta manifestacién de la intervencion estatal se incluyen las
obligaciones de emitir programas de informacién general, de actualidad, cultu-
rales, etc. En nuestro pais el ejemplo mds claro seria las obligaciones de incluir
un porcentaje de producciones independientes o los limites a la emisién de espa-
cios publicitarios. ’

Una segunda forma de establecer restricciones a los medios es obligarles a
desarrollar su actividad respetando determinados principios como pluralismo,
imparcialidad, igualdad de oportunidades, etc. En este sentido se dirigia la cono-



cida fairness doctrine en Estados Unidos (hoy en gran medida abandonada) o la
normativa vigente en Espafia. En nuestro pais se extienden a los medios priva-
dos las obligaciones de imparcialidad, objetividad y pluralismo vigentes para los
medios pablicos (art. 4 del estatuto de RTVE).

En este tema se plantea en toda su crudeza el tema de las legitimidad de los
limites a los medios audiovisuales. Si entendemos que estos limites acttian como
restricciones al ejercicio de la libertad de informacién o a la libertad de expre-
sién no podremos aceptar la constitucionalidad de estas regulaciones. En efecto,
como hemos resefiado al principio de estas paginas, la dimensién institucional
de un derecho no puede justificar la restriccién de la dimensién individual del
mismo so pena de vaciarle de contenido, haciendo desaparecer las garantias indi-
viduales presentes, necesariamente, en todo derecho fundamental.

No parecen existir puntos de partida claros en nuestro ordenamiento para
resolver esta cuestién. Sin embargo, de la actividad jurisprudencial y de una lec-
tura conjunta de todas las normas constitucionales podemos proponer una solu-
cién. En tal sentido el Tribunal Constitucional no se ha enfrentado directamen-
te al problema, pero si ha aceptado la constitucionalidad de las normas vigentes
en esta materia de forma implicita.

La construccién jurisprudencial parte de la distincién entre el derecho prima-
rio a la transmisién de informacién y el derecho secundario o instrumental de crea-
cién y gestién de medios de comunicacién. En este segundo derecho la capaci-
dad de restriccién o limitacién por parte del legislador es mayor. De este modo,
el Tribunal Constitucional justifica, implicitamente, la intervencién reguladora
del Estado en los medios audiovisuales porque las restricciones derivadas de tal
intervencién se producirin no en el derecho primario a la transmisién y recep-
cién de informacidn, sino en el derecho instrumental a la creacién y gestion de
medios de comunicacién.

Debe aclararse, sin embargo, que justificar constitucionalmente la interven-
cién estatal en la regulacién de los medios no supone otorgar al legislador una
suerte de carta blanca para regular todos los aspectos relacionados con la comu-
nicacién audiovisual. Los limites a los que ya hemos hecho varias referencias
seguirdn vigentes. La intervencidn estatal estd justificada en tanto pretenda la
consecuci6n de una opinién publica libre, garantizando la dimensién institucio-
nal del derecho, y sin lesionar el derecho a transmitir informacién, sin menosca-
bar la dimensién individual del derecho.

Para resolver la cuestién del dmbito y limites de la intervencién estatal en la
programacién de los medios conviene, a nuestro juicio, distinguir dos momen-
tos en la gestién de los medios. Un primer momento es la elaboracién de las
estrategias generales de gestion empresarial: establecimiento de prioridades,
reparto de franjas horarias entre los tipos de programas, bisqueda de recursos
econémicos para la financiacién, férmulas de captacién de audiencias, etc. Un
segundo momento seria la elaboracién y difusién de los programas producidos o
adquiridos en el marco de las estrategias empresariales del medio.

En el primer momento, la actividad del medio es, fundamentalmente, empre-
sarial y no comunicativa. Por ello, en ese punto puede producirse la intervencién
estatal en defensa de la dimensién institucional del derecho objeto de estudio.

El segundo momento se encuadra, sin embargo, en los derechos a transmitir
pensamientos y opiniones o a comunicar informacién. Por ello, en la elaboracién
y difusién de los concretos programas no puede existir intervencién alguna de
los poderes publicos, pues tal cosa serfa una forma de censura.

Quizds con algunos ejemplos la posiciéon defendida sea mds clara. Es legitima
la intervencién estatal tendente a asegurar unos niveles minimos en la progra-
macién porque se encuadra en la fijacién de las prioridades del medio; también
serd constitucional establecer un derecho de no discriminacién en el acceso a los
medios de los grupos sociales y politicos relevantes o unas normas especificas
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sobre tratamiento igual a los partidos politicos en periodos electorales.
Igualmente, serfan constitucionales los limites a la publicidad (en defensa de la
calidad del medio); la obligacién de incluir programas de produccién espafiola o
europea (en aras de la salvaguardia de una cultura comin); incluso la obligacién
de adquirir producciones independientes (para garantizar el pluralismo interno).
Todas estas formas de intervencién son legitimas porque inciden dentro de lo
que podemos llamar la direccién empresarial del medio y no en la elaboracién de
los concretos programas.

En dicha elaboracién no puede intervenir el Estado, pues condicionaria, direc-
ta o indirectamente, la orientacién, contenido y forma de los mismos. Tales con-
dicionamientos serian contrarios a los derechos de libre informacién y expresion
de los productores, directores y profesionales que no admiten restricciones de
este tipo en defensa de la existencia de una opinién puablica libre.

El mantenimiento de medios piiblicos de comunicacién audiovisual

En Espafia el proceso de liberalizacién del mercado audiovisual se ha produ-
cido de forma progresiva (aprobacién de un tercer canal autonémico, tres emiso-
ras de 4mbito nacional, televisién local por ondas y por cable y televisién por
satélite) sin venir acompafiada por una reforma profunda del régimen juridico de
la televisién publica. Ello genera diversos problemas entre los que debemos des-
tacar el relativo a la ausencia de un modelo claro de televisién publica, pues la
norma reguladora (el Estatuto de RTVE) se aprobd en una situacién de mono-
polio publico. El abandono de este modelo de monopolio es claro, pero no lo es
cudl es el que lo ha sustituido. Para resolver esta cuestion es preciso examinar,
brevemente los modelos de televisién publica, que pueden clasificarse en tres
grupos:

En primer lugar, el modelo de competencia en el que no habria diferencia alguna
en el funcionamiento de los medios privados y los piblicos. Ambos competirian
por la obtencién de mayor audiencia bajo idénticas reglas, especialmente en lo
que se refiere a la regulacién de la programacién y a la financiacién.

En segundo lugar, el modelo de complementariedad en el que los medios publicos
no renunciarian a la competencia con los privados, pero prestarfan, ademds, ser-
vicios que, por su baja rentabilidad o interés, no son suministrados por éstos.
Nos referimos a la inclusién de programas culturales, informativos, documenta-
les, difusores de las lenguas espafiolas, programas infantiles de alta calidad, etc.
Igualmente, en tal esquema seria posible imponer mayores obligaciones de bis-
queda del pluralismo en la informacién o de la igualdad de oportunidades en el
acceso a los medios por los grupos sociales.

En este modelo, los medios pablicos desarrollarian actividades no rentables
desde una perspectiva empresarial, pero dirigidas a la formacién de una opinién
publica libre y a la promocién de la cultura y de otros valores constitucionales
relevante. Otros programas se dirigirfan a la captacién de audiencia y estarian
regidos por criterios econémicos en el marco de la competencia con los medios
privados.

En cercer lugar, el modelo de residualidad en el que la televisién puablica se dedi-
ca a la difusién de programas especializados e informativos y a dar cabida a
demandas sociales muy concretas de las que ningin medio privado se ocuparia.
Su posicién, por tanto, no seria de competencia, sino residual, supliendo aque-
llos 4mbitos que los medios privados no realizan por no ser rentables empresa-
rialmente, pero, si interesantes desde el cumplimiento de las funciones institu-
cionales de los derechos de libre comunicacién.

Podria pensarse en este Gltimo modelo como el mds adecuado para el cumpli-
miento de la obligacién de garantia de la participacién ciudadana en la vida colec-
tiva. Sin embargo, este modelo presenta un grave inconveniente. Su caricter resi-



dual, incluso subsidiario, implica la difusién de programas que despiertan muy
poco o ningin interés para los ciudadanos. Por ese motivo la audiencia de los
medios es muy reducida, caso de Holanda. Si los medios publicos carecen de
audiencia, esos programas, llamados a cubrir las lagunas de los medios privados,
tampoco son vistos por los ciudadanos. El resultado es el incumplimiento, por la
dindmica de los medios audiovisuales, de las funciones en principio asignadas.

Por todo ello, parece que el modelo mds adecuado para la cobertura de las
necesidades sociales en el campo de la televisién es el de complementariedad. En
éste, los medios puiblicos tienen importantes niveles de audiencia y, simulcdnea-
mente, pueden incluir en sus programaciones otros tipos de contenidos rechaza-
bles por los medios privados debido a razones econémicas. Igualmente, podrian
existir mayores limitaciones a las libertades de expresién e informacién, por cra-
tarse de medios publicos, exigiendo mayores cotas de pluralismo o la bisqueda
de una informacién lo més imparcial y objetiva posible.

El mantenimiento de fuentes audiovisuales de titularidad piablica presenta,
sin embargo, un grave problema. Nos referimos a la necesidad de asegurar su
independencia del poder politico. En este sentido la regulacién espafiola no
puede considerarse satisfactoria. En efecto, como sefiala Barendt (1994) respecto
al sistema italiano, se ha adoptado el sistema de control més inadecuado entre
los posibles: el control parlamentario y la intervencién directa del gobierno.

Los dos érganos de direccién de la televisién piblica son designados por ins-
tancias politicas. El director general por el Gobierno y el Consejo de
Administracién por el Parlamento. Ademis se ejerce un control estricto de la
actividad de los medios piblicos mediante una comisién parlamentaria perma-
nente. De este modo, no se aleja a los medios publicos de las instancias politi-
cas, sino que se incluye a éstas en los propios érganos de direccién de aquellos,
trasladdndose de forma totalmente mimética, las alianzas y conflictos de la vida
politica al seno de los medios de comunicacién piblicos. Vemos, asi, como las
opiniones y votos expresados en el Parlamento son exactamente iguales que los
expresados en el consejo de administracién por los representantes designados a
propuesta de los diferentes partidos. Con el agravante, como ha planteado la doc-
trina cientifica, del predominio del gobierno (érgano designante del director
general) y de la mayoria parlamentaria que le apoya (encargada de nombrar a la
mayoria del consejo de administracién).

Asi, la independencia se sustituye por la directa dependencia del poder poli-
tico, el pluralismo se convierte en una discusién acerca del tratamiento informa-
tivo conferido a las opiniones y posiciones de los diferentes partidos (sin, por
supuesto, afectar o apoyar a las corrientes sociales minoritarias) y la imparciali-
dad perseguida es la de no perjudicar, ni ofender a los partidos presentes en el
parlamento. Y ello con la posicién preponderante de aquellos que expresan las
opiniones del gobierno.

LOS ASPECTOS PENDIENTES DE LA REGULACION ESPANOLA:
LA GARANTIA DE LA INDEPENDENCIA DE LOS MEDIOS

En este trabajo hemos pretendido sélo exponer de manera ordenada los argu-
mentos en favor de la intervencién estatal en los medios de comunicacién. Esto
es, establecer cudles son los pardmetros desde los cuales la intromisién de los
poderes piblicos en libertades reconocidas constitucionalmente no suponen una
lesién a las mismas.

No hemos, por tanto, realizado un examen de la situacién en la legislacién
espafiola vigente, ni hemos pretendido adoptar postura alguna en los dltimos
debates en rorno a la Ley de televisién digital, ni respecto a la llamada Ley de/
ftbol. Creemos haber conferido al lector todos los datos para que, desde su per-
sonal andlisis de la realidad, pueda juzgar la conveniencia o no de estas ultimas
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leyes. Sin embargo, faltarfamos a nuetro deber, como estudiosos de la libertad de
informacién y de la intervencién estatal en los medios audiovisuales, si no reali-
zaramos alguna reflexién acerca de estos Gltimos acontecimientos en el panora-
ma legislativo de los medios audiovisuales.

A nuestro juicio, no debe olvidarse nunca que la intervencién estatal en los
medios audiovisuales debe ser contemplada con mucha prudencia. Somos firmes
partidarios de esta intervencién en aras del mantenimiento de una opinién
publica libre esencial para la construccién de un sistema democratico. Pero, eso
no implica olvidar que el poder publico es, potencialmente, peligroso para el
ejercicio de derechos individuales. Por ello, toda intervencién ha de estar rodea-
da de suficientes cautelas capaces de impedir los abusos de aquél que lesionen
tales derechos individuales.

La primera de tales cautelas ya ha sido expuesta en las paginas precedentes. La
intervencién estatal sélo esta justificada para garantizar una opinién piblica
libre, no es una suerte de apoderamiento general y sin limites. De ahi se deduce
que sélo tres formas de intervencidn son legitimas: la lucha contra la concentra-
cién empresarial, el mantenimiento de fuentes publicas que complementen a los
medios privados, y la regulacién de unos minimos en las programaciones audio-
visuales.

Ahora bien, tales intervenciones deben adoptarse teniendo en cuenta que la
formacién de una opinién publica libre exige la independencia de los medios de comu-
nicacidn. Independencia, en primer término, frente a los intereses privados, y de ahi
la necesidad de la intervencién estatal contra las concentraciones y el manteni-
miento de fuentes piblicas complementarias de las privadas. Pero, también,
independencia frente a los propios poderes piiblicos, frente al ente que mds ha ame-
nazado los derechos fundamentales: el propio Estado. No creemos, y asi lo hemos
sostenido en las paginas anteriores, que esa independencia frente al Estado deba
obtenerse mediante la abstencién de éste, porque tal cosa reduciria las posibili-
dades de creacién de una opinién publica libre. El Estado debe intervenir en los
medios audiovisuales, pero con el debido respeto a la independencia de éstos. Es
desde esta perspectiva desde la que nos parece que la regulacién espafiola, en
especial las Gltimas leyes, es francamente defectuosa.

Tales defectos podrian encuadrarse en cinco grandes grupos.

En primer lugar la directa dependencia de los medios piiblicos de drganos politicos.
Como ya se ha sefialado los medios audiovisuales estatales estdn controlados por
6rganos dependientes de instancias politicas. De esta forma su independencia y
su labor de complemento de los medios privados en aras de la garantia de una
opinién publica libre no puede llevarse a efecto.

En segundo lugar, debe destacarse la insuficiencia de la regulacion antimonopolio
en los medios audiovisuales. Tan solo las leyes de televisién privada y de celevi-
sién por cable prevén la presencia de limites en la propiedad de los medios
audiovisuales. De este modo sélo se regulan algunos aspectos de lo que mis arri-
ba hemos denominado concentracién horizontal en los medios audiovisuales. No
se regula en lugar alguno ni la concentracién multi-media (permitiéndose la
concentracién de la comunicacién escrita, radiofénica y audiovisual en las mis-
mas empresas), ni la multisectorial (permitiendo la entrada sin limites de empre-
sas poderosas en los mercados audiovisuales con el claro peligro de dominarlos
debido a su mayor potencial econémico y financiero). La ausencia de este tipo de
regulacién impide al Estado el control de la concentracién empresarial y, sobre
todo, pone en peligro la leal competencia entre todas las empresas. Este proble-
ma se ve agravado por los defectos siguientes.

En tercer lugar, la regulacion espasiola se caracteriza por conferir al ejecutivo, con
amplios mdrgenes de discrecionalidad, las decisiones sobre la viabilidad técnica de los pro-
yectos de prestacion del servicio de radiodifusion. De esta amplia discrecionalidad
gubernamental sélo pueden resultar graves conflictos en la intervencién estatal en



los medios. Conflictos ejemplificados en nuestro pais en la concesién de un canal
de televisién nacional cuyas emisiones son codificadas (concesién legal segin las
Gltimas decisiones del Tribunal Supremo, pero no por ello indiscutible desde la
perspectiva de la oportunidad de tal decisién politica) y en la denegacién de la
inscripcién de descodificadores, alegando motivos técnicos, para la televisién
digital (nuevamente en una decisién que podria considerarse legal a tenor de la
normativa estatal sobre descodificadores, pero claramente inoportuna desde el
punto de vista politico y totalmente contraria a las regulaciones europeas).

La ausencia de una regulacién general sobre concentracién empresarial en
medios audiovisuales, unida a la fuerte discrecionalidad gubernamental en la
intervencién en los medios audiovisuales ha conducido, como probablemente no
podia ser de otra forma, a la utilizacién de tal discrecionalidad para beneficiar a
aquellos grupos empresariales mds cercanos a los componentes del gobierno de
turno. Dicho en otros términos, la intervencién estatal no se ha utilizado para
beneficiar al formacién plural de la opinién piblica en el marco de regulaciones
generales y abstractas, sino que ha servido para favorecer los intereses propagan-
disticos del gobierno del momento con manifiesto desprecio a la llamada dimen-
sién institucional de la libertad de comunicacién.

En cuarto lugar, debe destacarse la ausencia de una adecuada regulacion de las pro-
gramaciones de los medios audiovisuales. Tan solo las normas relativas a limites a
la publicidad (de origen europeo) o a la necesidad de incluir unos minimos de
produccién europea y espaiiola o independiente (ésta tltima sélo en algunas for-
mas de comunicacién) pueden tener alguna eficacia. Los principios de compor-
tamiento de los medios son los mismos para los ptiblicos y para los privados (plu-
ralismo, imparcialidad, objetividad y veracidad, art. 4 Estatuto de RTVE) lo cual
en si mismo resulta absurdo (porque los medios privados y los piblicos no pue-
den ni deben funcionar igual), pero en la prictica resulta inaplicable.

Mencién separada merece la Ley de retransmisiones deportivas o ley de/ faithol.
En esta ley se establece que determinados acontecimientos deportivos deberdn
ser transmitidos en abiero (es decir, sin pago por los consumidores) dado su inte-
rés para la colectividad. Dos consideraciones merece esta ley. Por una parte, no
deja de ser, cuando menos, sorprendente que la primera regulacién concreta de
los contenidos televisivos sea, precisamente, la relativa a las retransmisiones
deportivas. Es decir, no hay una regulacién sobre la limitacién a la violencia, los
contenidos de los programas infantiles y juveniles, las condiciones de acceso de
los grupos sociales relevantes, las franjas horarias para la difusién de programas
para adultos, la garantia del pluralismo en los debates televisados, los deberes de
comprobacién de las noticias, el respeto a la intimidad en programas televisivos,
la obligatoriedad de retransmitir determinados acontecimientos politicos o cul-
turales, etc. Pero, si existe una regulacién de las retransmisiones deportivas para
la defensa del interés general, es decir, para la garantia de una opinién piiblica
libre. Esa situacién parece absurda. Si se desea regular la programacién de los
medios audiovisuales debe ser una regulacién completa y coherente.
Evidentemente, la retransmisién de acontecimientos deportivos puede ser parte
de tal regulacién, en la medida en que la dimensién institucional de la libertad
de informacién se refiere a la participacién individual en todas las manifestacio-
nes de la vida colectiva, pero no la Gnica.

La segunda consideracién en torno a la ley del fatbol hace referencia al érga-
no encargado de establecer qué acontecimientos son de interés general y, por
tanto, deben transmitirse en abierto para todos los ciudadanos. Tal 6rgano es una
comisién constituida en el seno del ministerio de fomento cuyos componentes
son designados por un 6rgano gubernamental (el propio ministro). De este modo
se confiere al ejecutivo, en exclusiva y sin limites, la determinacién de cuiles son
los acontecimientos de interés general. Dicho en otros términos, se confiere al
ejecutivo la potestad de establecer qué acontecimientos deportivos pueden ser
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objeto de contratos en exclusiva. Esta potestad otorga al ejecutivo una induda-
ble capacidad de influencia en los medios audiovisuales.

Como puede deducirse de lo anterior la situacién normativa es aberrante. El
problema planteado en los medios audiovisuales espafioles era un problema de
concentracién empresarial. En concreto, por lo que a la ey del frtbol se refiere,
una concentracién horizontal puesto que determinadas empresas habian conse-
guido la exclusividad en la retransmisién de los partidos de fiitbol lo que cons-
tituye una de las fuentes de ingresos principales en la comunicaci6én audiovisual.
Esta exclusividad podria causar efectos nocivos para el pluralismo al poner en
peligro la supervivencia de otros medios, aunque ello puede ser discutible.
Discutible porque se trataba de una exclusividad muy relativa ya que la retrans-
misién de los partidos de fatbol se la repartian hasta cuatro canales de televisién
nacional diferentes dos publicos (de 4mbito nacional y autonémico) y dos priva-
dos. Si de lo que se trata es de regular la concentracién empresarial, no puede
utilizarse la regulacién de las programaciones. Debe establecerse una normativa
general sobre concentracién de aplicacién igual para todos las empresas del sec-
tor, confiriendo la garantia de su cumplimiento a instancias totalmente inde-
pendientes del ejecutivo para evitar el condicionamiento de los medios por la
actuacién del gobierno.

Lejos de seguir este camino el legislador ha optado por conferir al gobierno
mayores potestades discrecionales capaces de provocar una sustancial falta de
independencia de los medios audiovisuales.

En quinto y ultimo lugar, la legislacién espafiola presenta graves defectos en
la regulacién del control de los medios audiovisuales. Tal control, sobre los medios
publicos y privados, como se ha visto, recae en organismos dependientes del
gobierno y no en instancias independientes. En lugar de conferir las decisiones
de control a organismos independientes en los que estén representados todos los
sectores sociales interesados (partidos, sindicatos, empresarios del sector, consu-
midores, grupos sociales relevantes, etc) para evitar su politizacién, se ha optado
por condicionar la actuacién de los medios audiovisuales desde las propias ins-
tancias politicas. Ello, como es obvio, no es la mejor solucién para garantizar una
opinién publica libre. De este modo, puede afirmarse que se ha pervertido la jus-
tificacién de la intervencién estatal en los medios (la garantia de una opinién
publica libre) para asegurar la capacidad de influencia del mundo politico sobre
la comunicacién audiovisual.

En conclusién, pues, debe replantearse globalmente la normativa espafiola
sobre comunicacién audiovisual si lo que, verdaderamente, se persigue es crear
una sociedad cada vez mds libre, responsable y preparada para participar en todas
las manifestaciones esenciales de la vida colectiva y, muy especialmente, de la
vida politica.

Referencias

BARENDT, E. M. (1994). Broadcasting law. A comparative study. Oxford: Clarendon Press.
BASTIDA, E J. (1990). La /ibertad de antena. Barcelona: Ariel.
BOLLINGER, L. (1990). The rationale of public regulation of the mass media. En J. Lichtenberg (Ed.),

Democracy and the mass media. Cambridge: University Press.

VILLAVERDE, L. (1994). Los derechos del prblico. Madrid: Tecnos.



Bibliografia

La bibliografia juridica acerca de la libertad de informacién y la intervencién en los medios
de comunicacién es muy abundante. Para la redaccién de este trabajo hemos utilizado, junto
a los expuestos en el apartado anterior, los siguientes titulos.

BULLINGER, M. (1985). Freedom of expression and information: an essential element of demo-
cracy. German Yearbook of International Law, 28.

GARCiA Roca, J. (1997). Limites constitucionales al legislador de la televisién. En J. Asensi
(Ed.), Ciudadanos e instituciones en el constitucionalismo actual, Valencia: Tirant lo Blanch.
GONZALEZ ENCINAR, J. J. (1997). Televisién y Democracia. En J. Asensi (Ed.), Ciudadanos e

instituciones en el constitucionalismo actual. Valencia: Tirant lo Blanch.
LAGUNA DE Paz, J. C. (1994). Régimen juridico de la Television privada. Madrid: Reus.
SOLOZABAL ECHEVARRIA, J. J. (1989). Aspectos constitucionales de la libertad de expresién y
el derecho a la informacién. REDC, 23, 1989.

Sobre el autor

Rafael Bustos es profesor titular de Derecho Constitucional y vicedecano de la Facultad de
Ciencias Sociales de la Universidad de Salamanca. Sus lineas de investigacién principales son
el Derecho Autonémico, el Derecho Parlamentario y la libertad de informacién.

Su direccién actual es:
Universidad de Salamanca
Facultad de Ciencias Sociales
Campus Unamuno (Edificio FES)
37007 Salamanca

e-mail: frodo@gugu.usal.es

94



